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RECURSO 92/2026 
RESOLUCIÓN 114/2026 
 
 
Resolución 114/2026, de 4 de junio, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación interpuesto por la 
Asociación Sindical de Profesionales Taurinos Independientes 
(ASPROT) contra el pliego de cláusulas administrativas particulares 
que rige el procedimiento de adjudicación del contrato de servicios 
para la organización de los festejos taurinos de la plaza de toros de 
Soria en el año 2026, del citado Ayuntamiento (expediente n.º 
6058/2026). 
 
 

I 
ANTECEDENTES 

 
Primero.- El 25 de marzo de 2026 se publica en la Plataforma de 

Contratación del Sector Público el anuncio de licitación, el pliego de cláusulas 
administrativas particulares (PCAP) y el pliego de prescripciones técnicas (PPT) 
que han de regir la contratación del servicio para la organización de los festejos 
taurinos de la plaza de toros de Soria, en el año 2026. 
 

Segundo.- El 17 de abril de 2026 D. yyy, en representación de 
ASPROT, interpone recurso especial en materia de contratación contra los 
pliegos que han de regir la licitación del contrato. 

  
En síntesis, la asociación sindical impugna los apartados 2.1 y 2.2 de la 

cláusula novena del PCAP, al incorporar criterios de calidad valorables de forma 
automática vinculados a la participación de determinados toreros o, a su 
posición en el escalafón taurino correspondiente a una temporada, denuncia 
que todo ello impide valorar objetivamente la calidad de la oferta presentada 
por los licitadores, condiciona el acceso de diferentes profesionales a los 
carteles de los festejos, e incide en la configuración del mercado profesional 
taurino, vulnerando el artículo 145 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP) y los principios de igualdad de trato, libre 
concurrencia y, objetividad. 

 
Solicita que se declare la nulidad de la cláusula novena en sus apartados 

2.1 y 2.2, la anulación de los citados criterios de adjudicación y se acuerde la 
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retroacción del procedimiento de licitación al momento de aprobación de los 
pliegos, para que el órgano de contratación proceda a su modificación, 
garantizando que los criterios de adjudicación se formulen en términos 
objetivos, neutrales y plenamente vinculados al objeto del contrato. 
 

Tercero.- El 8 de mayo se ha recibido en este Tribunal el expediente y 
el informe del órgano de contratación, en el que se solicita la inadmisión del 
recurso por falta de legitimación activa de la recurrente y, subsidiariamente, 
se opone a la estimación del recurso. 
 

Cuarto.- Conferido traslado del recurso a los demás licitadores, no 
consta la presentación de alegaciones. 
 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- De conformidad con lo previsto en el artículo 46.1 de la LCSP, 

corresponde al Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla 
y León resolver los recursos especiales en materia de contratación que se 
interpongan frente a los contratos y los actos que sean susceptibles de 
impugnación por esta vía especial. La competencia de este Tribunal se define 
también en el artículo 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas 
Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- El recurso se presenta contra los pliegos que rigen el procedimiento 

de adjudicación de un contrato de servicios cuyo valor estimado (4.764.793,91 
euros) es superior a 100.000 euros, y por ello susceptible de recurso especial 
en materia de contratación, conforme al artículo 44, apartados 1.a) y 2.a) de 
la LCSP. 

 
El recurso especial se ha presentado dentro del plazo legalmente 

previsto con arreglo al artículo 50.1.b) de la LCSP. 
 

3º.- Como condición de admisibilidad del recurso debe analizarse si la 
recurrente está legitimada para interponer el recurso especial en materia de 
contratación a tenor del artículo 48 de la LCSP, lo que se ha cuestionado por 
el órgano de contratación en el informe emitido sobre el recurso.  

 
El artículo 48 de la LCSP, relativo a la “Legitimación”, dispone que “Podrá 

interponer el recurso especial en materia de contratación cualquier persona 
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física o jurídica cuyos derechos o intereses legítimos, individuales o colectivos, 
se hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados, de manera directa o 
indirecta, por las decisiones objeto del recurso. 

 
»Estarán también legitimadas para interponer este recurso, contra 

los actos susceptibles de ser recurridos, las organizaciones sindicales cuando 
de las actuaciones o decisiones recurribles pudiera deducirse fundadamente 
que estas implican que en el proceso de ejecución del contrato se incumplan 
por el empresario las obligaciones sociales o laborales respecto de los 
trabajadores que participen en la realización de la prestación. En todo caso se 
entenderá legitimada la organización empresarial sectorial representativa de 
los intereses afectados”. 

 
Por su parte, el Reglamento de los procedimientos especiales de 

revisión de decisiones en materia contractual y de organización del Tribunal 
Administrativo Central de Recursos Contractuales, aprobado por el Real 
Decreto 814/2015, de 11 de septiembre, se refiere en su artículo 24 a los 
“Casos especiales de legitimación”, en los que incluye la legitimación de las 
asociaciones representativas de intereses relacionados con el objeto del 
contrato que se impugna; la de empresas que concurran a una licitación bajo 
el compromiso de constituir unión temporal de empresas; y la de los miembros 
de las entidades locales que hubieran votado en contra de los actos y acuerdos 
impugnados, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local. 
 

Sobre la alegación del informe al recurso relativa a la ausencia de 
legitimación de la asociación sindical recurrente, conviene recordar, en la línea 
que ha reiterado este Tribunal, que en materia de contratación no existe acción 
pública; la acción pública es una excepción en el ordenamiento jurídico-
administrativo: solamente existe en aquellos supuestos en que el legislador 
expresamente ha querido que la haya, y ese no es el caso de los contratos del 
sector público. La mera defensa de la legalidad, por tanto, no basta para tener 
por interesado en el procedimiento administrativo a quien lo pretenda, sino 
que la legitimación descansa en la titularidad de un derecho o interés legítimo. 

 
La evolución de la jurisprudencia sobre la legitimación en el 

ordenamiento jurídico español tiene su principal exponente en la Sentencia 
34/1994, de 31 de enero, del Tribunal Constitucional, que viene a reinterpretar 
el concepto de legitimación, partiendo del concepto de interés legítimo, 
considerado más amplio que el de interés directo (STC 60/1982, de 11 de 
octubre), y que es definido como aquel que “equivale a la titularidad potencial 
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de una posición de ventaja o de una utilidad jurídica por parte de quien ejercita 
la pretensión y que se materializaría de prosperar ésta” (STC 143/1994, de 9 
de mayo). El reconocimiento que se hace en la sentencia de referencia del 
carácter personal y legítimo del interés colectivo en el ejercicio correcto de las 
potestades administrativas supera la jurisprudencia tradicional, que reconocía 
legitimidad impugnatoria únicamente cuando concurrían intereses colectivos 
de carácter profesional, para admitir como legítimos los intereses colectivos 
propiamente sociales, desvinculados de los correspondientes intereses 
individuales de los miembros de la asociación. 

 
Según los estatutos de 18 de febrero de 2025, adjuntos al escrito de 

recurso, la asociación sindical tiene como funciones y objetivos: 
 

“Artículo 4. Ámbito funcional.  
 
»El Sindicato desarrollará se actividades en el ámbito funcional 

de los profesionales taurinos de picadores, banderilleros, mozos de espadas, 
ayudas, puntilleros y otros profesionales del sector, que trabajen por cuenta 
ajena. 

 
»Artículo 5. Objeto y fines del Sindicato.  
 
»En los términos establecidos en el artículo 7 de la Constitución, 

el Sindicato tiene por objeto la defensa y promoción de los intereses económicos 
y sociales que le son propios, siendo sus fines, entre otros:  

 
»1º.- Representar, fomentar y defender los intereses 

profesionales, artísticos, económicos y sociales de sus afiliados y del colectivo 
de profesionales dentro de su ámbito funcional.  

 
»2º.- La participación, dentro de su ámbito, en la 

negociación colectiva de trabajo en todos los niveles, nacional, autonómico y, 
en su caso, de empresa.  

 
»3º.- La mediación en nombre y por cuenta del colectivo 

de profesionales taurinos cuyos intereses representa, y de sus afiliados, en la 
negociación colectiva o individual, así como en el cobro de los derechos de 
imagen devengados en sus actuaciones profesionales en espectáculos artísticos 
y taurinos”. 
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A la vista de lo expuesto, puede considerarse que la cláusula impugnada 
pudiera constituir, como argumenta la asociación sindical, “una restricción 
efectiva en las oportunidades de contratación de numerosos profesionales 
taurinos afiliados”, materia vinculada a la finalidad social e institucional de la 
asociación recurrente y con los intereses y derechos de, al menos, parte de 
sus afiliados o representados, que verían reducidas o incluso anuladas sus 
posibilidades de participar en los festejos taurinos. Consecuentemente, debe 
de aceptarse la legitimación de la asociación sindical en virtud de una 
interpretación amplia del concepto de legitimación, por cuanto la resolución 
administrativa pudiera repercutir, directa o indirectamente, pero de modo 
efectivo -es decir, no meramente hipotético, potencial y futuro-, en la 
correspondiente esfera jurídica de quien alega esa legitimación. 
 

4º.- En cuanto al fondo del asunto, la solución de la controversia exige 
determinar si las previsiones de los pliegos que se cuestionan en el recurso se 
ajustan al régimen jurídico de la contratación del sector público contenido en 
la LCSP y normativa de desarrollo. 

 
La recurrente denuncia que los puntos 2.1 y 2.2 de la cláusula novena 

del PCAP, relativos a los criterios de calidad vinculados a la participación de 
toreros, vulnera los principios de igualdad de trato, libre concurrencia y 
objetividad, al introducir un sistema de valoración basado en factores externos 
al objeto del contrato como la trayectoria profesional de terceros o la posición 
en el escalafón taurino. Lo expuesto condiciona la configuración de las ofertas, 
impide valorar objetivamente la calidad de la proposición, restringe 
injustificadamente la competencia y finalmente incide en la configuración del 
mercado profesional taurino, vulnerando el artículo 145 de la LCSP y los 
principios de igualdad de trato, libre concurrencia y, objetividad. 

 
Frente a ello, el órgano de contratación defiende la plena vinculación 

de los criterios de adjudicación con el objeto del contrato, en consonancia con 
el artículo 145.5 de la LCSP y afirma que “la mayor calidad, prestigio o relevancia 
de los carteles taurinos ofertados constituye un elemento directamente 
conectado con el interés público perseguido mediante la licitación”. Al respecto 
aduce: “El contrato controvertido tiene por objeto la organización integral de 
los festejos taurinos de la Feria de San Juan, de modo que la configuración de 
los carteles, el nivel artístico de los profesionales actuantes, la calidad de las 
ganaderías y la capacidad de atracción pública del ciclo taurino forman parte 
directa, inmediata y sustancial de la prestación contractual. No se trata, por 
tanto, de circunstancias externas o ajenas al contrato, sino de elementos 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es


 

6 
Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es 

 

intrínsecos que inciden de manera directa en la calidad de la prestación 
ofertada”. 

 
De igual forma indica que los criterios de adjudicación son objetivos, 

predeterminados y verificables, y “cumplen plenamente” la exigencia del 
artículo 145.2 de la LCSP. A tal efecto, expone lo siguiente: 

 
“La referencia a los triunfadores de la Feria de San Juan 2025 se 

apoya en resultados objetivos, públicos y previamente determinados; así la 
inclusión como criterio de valoración de la calidad y trayectoria de los 
matadores, rejoneadores y ganaderías propuestos reconocidos con premios en 
ferias taurinas anteriores responde a la necesidad de garantizar un elevado 
nivel artístico y técnico en los festejos objeto del contrato. Este criterio 
contribuye a asegurar el interés público del evento, al favorecer la contratación 
de profesionales y ganaderías de prestigio (…). 

 
»La referencia al escalafón taurino de 2025 descansa en un 

parámetro homogéneo, verificable y conocido con anterioridad a la licitación, 
dicho escalafón taurino clasifica a los matadores de toros según su actividad y 
éxito (festejos, orejas, rabos y categoría de la plaza), es una herramienta 
basada en los datos oficiales de las plazas de toros. (…)”. 

 
  Explica que “El número de profesionales que pueden ofertarse permite 
que cualquier empresario interesado pueda obtener cartas de compromiso 
antes de finalizar el plazo de presentación de ofertas teniendo en cuenta 
además la amplitud del mismo dado el carácter armonizado del contrato objeto 
de licitación”.  Y reitera que en la configuración de los criterios de adjudicación 
no contravienen los principios de igualdad y libre concurrencia. 
 

Expuestas las posiciones de las partes, se ha de traer a colación los 
puntos 2.1 y 2.2 de la cláusula novena del PCAP: 

 
“2. Criterios de calidad (Criterios valorables de forma automática 

distintos del precio) Se valorarán con un máximo de 50 puntos que se 
distribuirán del siguiente modo: 

 
»1.- Por inclusión en los carteles presentados de un 

Matador triunfador de la Feria de San Juan 2025, entre los siguientes (máximo 
10 puntos) 

 
»- Borja Jiménez …………… 5 puntos.  
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»(Trofeo Taurino Segundo Ayllon. Ciudad de Soria 
2025). Entre otros trofeos concedidos. 

 
»- David de Miranda………. 5 puntos. 
 
»(Trofeo Oreja de Plata. Peña Taurina Soriana) 

 
»2.- Por inclusión en los carteles presentados de un 

Rejoneador Triunfador de la Feria de San Juan 2025 (hasta 5 puntos). 
 

»- Sergio Pérez de Gregorio…. 5 puntos 
 
»(Trofeo Toro Celtíbero 2025)”. 

 
A este respecto, cabe señalar que el artículo 126.1 de la LCSP establece 

que “Las prescripciones técnicas a que se refieren los artículos 123 y 124, 
proporcionarán a los empresarios acceso en condiciones de igualdad al 
procedimiento de contratación y no tendrán por efecto la creación de obstáculos 
injustificados a la apertura de la contratación pública a la competencia”. A su 
vez el apartado 6 señala que, “Salvo que lo justifique el objeto del contrato, 
las prescripciones técnicas no harán referencia a una fabricación o una 
procedencia determinada, o a un procedimiento concreto que caracterice a los 
productos o servicios ofrecidos por un empresario determinado, o a marcas, 
patentes o tipos, o a un origen o a una producción determinados, con la 
finalidad de favorecer o descartar ciertas empresas o ciertos productos. Tal 
referencia se autorizará, con carácter excepcional, en el caso en que no sea 
posible hacer una descripción lo bastante precisa e inteligible del objeto del 
contrato en aplicación del apartado 5, en cuyo caso irá acompañada de la 
mención `o equivalente´”. 

 
De este precepto se deduce que, si bien los poderes adjudicadores 

pueden configurar el objeto del contrato de la manera más adecuada para la 
satisfacción de sus necesidades, no pueden establecer disposiciones cuyo 
objeto sea impedir injustificadamente el acceso a la licitación o limitar la 
concurrencia. Entre otros casos, y por lo que interesa al objeto de este 
procedimiento de recurso, tal obstrucción se produce cuando se cumplen dos 
condiciones: 

 
1. Que se establezcan unas exigencias técnicas que de hecho 

solo puedan ser cumplidas por un único producto o sean accesibles para un 
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único licitador o en condiciones tan gravosas para los interesados que supongan 
una barrera efectiva a la concurrencia. 

 
2. Que tales requerimientos sean arbitrarios, es decir, no 

estrictamente necesarios para satisfacer la finalidad perseguida por el contrato, 
la cual podría quedar igualmente cumplida con otras soluciones técnicas que, 
sin embargo, las prescripciones no permiten.  

 
Esta disposición de la libertad del órgano de contratación para 

configurar el contrato y sus límites responde a lo exigido en el artículo 99.1 de 
la LCSP, que señala que “El objeto de los contratos del sector público deberá 
ser determinado. El mismo se podrá definir en atención a las necesidades o 
funcionalidades concretas que se pretenden satisfacer, sin cerrar el objeto del 
contrato a una solución única. En especial, se definirán de este modo en 
aquellos contratos en los que se estime que pueden incorporarse innovaciones 
tecnológicas, sociales o ambientales que mejoren la eficiencia y sostenibilidad 
de los bienes, obras o servicios que se contraten”. 
 

En definitiva, el órgano de contratación goza de una amplia 
discrecionalidad técnica para la determinación de los criterios de adjudicación, 
con las limitaciones señaladas anteriormente. 

 
Asimismo, el invocado artículo 145 de la LCSP establece: 
 

“1. La adjudicación de los contratos se realizará utilizando una 
pluralidad de criterios de adjudicación en base a la mejor relación calidad-
precio. (…). 

 
»2. La mejor relación calidad-precio se evaluará con arreglo a 

criterios económicos y cualitativos.  
 
»(…).  

 
»5. Los criterios a que se refiere el apartado 1 que han de servir 

de base para la adjudicación del contrato se establecerán en los pliegos de 
cláusulas administrativas particulares o en el documento descriptivo, y deberá 
figurar en el anuncio que sirva de convocatoria de la licitación, debiendo 
cumplir los siguientes requisitos: 

 
»a) En todo caso estarán vinculados al objeto del contrato, 

en el sentido expresado en el apartado siguiente de este artículo. 
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»b) Deberán ser formulados de manera objetiva, con 
pleno respeto a los principios de igualdad, no discriminación, transparencia y 
proporcionalidad, y no conferirán al órgano de contratación una libertad de 
decisión ilimitada. 

 
»c) Deberán garantizar la posibilidad de que las ofertas 

sean evaluadas en condiciones de competencia efectiva e irán acompañados 
de especificaciones que permitan comprobar de manera efectiva la 
información facilitada por los licitadores con el fin de evaluar la medida en que 
las ofertas cumplen los criterios de adjudicación. En caso de duda, deberá 
comprobarse de manera efectiva la exactitud de la información y las pruebas 
facilitadas por los licitadores”. 
 

En este supuesto, asiste la razón al órgano de contratación cuando 
señala que el criterio de adjudicación está relacionado con el objeto del contrato. 
Resulta evidente que los criterios de calidad configurados en atención a los 
profesionales triunfadores o premiados de la Feria de San Juan 2025 guardan 
vinculación con la naturaleza y objeto del contrato. Como se ha expuesto, 
corresponde al órgano de contratación la facultad de elegir los criterios de 
adjudicación que respondan lo mejor posible a sus necesidades. Por ello, la 
elección de figuras del toreo premiadas en la pasada feria constituyen 
elementos objetivos y determinantes para obtener una mejor oferta en 
relación con la calidad-precio que redunda en la buena ejecución del contrato, 
al ser, en su caso, la oferta presentada más atractiva para el público. 

 
En este sentido, los intereses legítimos de picadores, banderilleros, 

mozos de espadas, ayudas, puntilleros y otros profesionales del sector taurino, 
no pueden determinar las reglas del procedimiento de licitación ni por ende 
suplir al órgano de contratación en su potestad de decisión sobre la 
satisfacción de la necesidad pública objeto del contrato. 

 
Finalmente, cabe advertir que la licitación no restringe el acceso a los 

profesionales del sector. Los pliegos no exigen la contratación de unos toreros 
o rejoneadores concretos, sino que, lo que valoran la configuración de los 
carteles taurinos evaluándose la inclusión de figuras del toreo, pero sin que se 
condicione ni limite la contratación de unos toreros y rejoneadores u otros y 
por extensión a los integrantes de sus cuadrillas. 

 
A mayor abundamiento, la puntuación atribuida a los puntos 2.1 y 2.2 

de la cláusula novena del PCAP, hasta 15 puntos, no es significativa en relación 
con la puntuación asignada a los criterios de calidad con un máximo de 50 
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puntos, extremo que demuestra que el perjuicio alegado por la asociación 
sindical no es tal, al no coartar la oportunidad de los profesionales taurinos de 
participar en el procedimiento de adjudicación.  

 
En consecuencia, procede desestimar el recurso especial en materia de 

contratación. 
 

En su virtud, al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 
y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por interpuesto por la Asociación Sindical de Profesionales 
Taurinos Independientes (ASPROT) contra el pliego de cláusulas administrativas 
particulares que rige el procedimiento de adjudicación del contrato de servicios 
para la organización de los festejos taurinos de la plaza de toros de Soria, en 
el año 2026, del citado Ayuntamiento (expediente n.º 6058/2026). 
 

Segundo.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 
procedimiento. 
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), contra esta 
resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la interposición de 
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde 
el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.k de la LJCA). 
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